Accionante: MAGNETRÓN S.A.S

Accionado: UGPP

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA ACTOS ADMINISTRATIVOS / TIEMPO Y FORMA EN QUE SE ENTIENDE SURTIDA / NORMAS APLICABLES / NEGLIGENCIA DEL SUJETO PASIVO DE LA ACTUACIÓN SANCIONATORIA.
El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier persona, natural o jurídica, en contra de quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, de tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. (…)
… al asunto, por lo menos en materia procedimental, le sería aplicable lo dispuesto en la vigencia anterior a dicha norma, según las voces del artículo 40  de la Ley 153 de 1887, toda vez que fue durante su vigor que se dio inicio a la actuación administrativa. 

En ese orden de ideas, es pertinente recordar lo que en su tenor literal expresaba el artículo 566-1 Ejusdem, antes de la modificación que trajo consigo la Ley 1943 de 2018 arriba aludida: 

“Para todos los efectos legales, la notificación electrónica se entenderá surtida en el momento en que se produzca el acuse de recibo en la dirección o sitio electrónico asignado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. Dicho acuse consiste en el registro electrónico de la fecha y hora en la que tenga lugar la recepción en la dirección o sitio electrónico. La hora de la notificación electrónica será la correspondiente a la hora oficial colombiana…” (…)
… para la Sala no son válidas las excusas esgrimidas por la recurrente para soportar su desidia en relación con la actuación administrativa que se estaba adelantando en su contra, pues no hablamos aquí de un par de días o a un lapso corto y razonable de tiempo en que hubiera tardado en enterarse de lo decidido por la UGPP, pese a saber las consecuencias que de allí se derivarían, al contrario, se habla de alrededor de 7 meses desde que se les remitió el correo electrónico de marras, sin que sea creíble ni comprensible que en ese interregno jamás se hayan enterado de su contenido, cuando aquel era una consecuencia lógica por no haber presentado en término su contestación al pliego de cargos, en otras palabras, es plausible que desde tiempo atrás la empresa accionante presumiera los efectos que a futuro se derivarían de la actuación que estaba surtiendo la UGPP, y aunque desde entonces hubiera podido permanecer alerta, lo que hizo fue esperar en el tiempo a que “detonaran” las consecuencias de su falta de diligencia.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la abogada María Clara Buitrago Arango, quien actúa en calidad de apoderada de la empresa INDUSTRIAS ELECTROMECÁNICAS MAGNETRÓN S.A., contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira el 31 de octubre de 2019, mediante el cual negó por improcedente la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES –UGPP-. 
ANTECEDENTES:
Narró la accionante que en abril del año 2014 la UGPP le realizó a la empresa Industrias Electromecánicas Magnetrón S.A.S un requerimiento de información, el cual se suministró en su momento. 
El 8 de junio de 2018 la UGPP le notificó a la empresa la apertura del pliego de cargos Nro. RPC-2018-00786, en el que se les informó que como los documentos no fueron entregados dentro del término del requerimiento, se adelantaría en su contra un proceso sancionatorio. 
El término para dar respuesta al pliego era de 3 meses, en el que efectivamente se hizo el correspondiente pronunciamiento por parte de la empresa.  

El 13 de febrero de 2019 la UGPP emitió la Resolución RDO 2019-00397, por medio de la cual se le impuso a la empresa, como sanción, la suma de $182.500.400, acto administrativo que supuestamente les fue notificado el 15 de ese mismo mes vía correo electrónico, lo cual en la realidad jamás ocurrió porque nunca llegó a su buzón de mensajes electrónico.
Ya en el mes de septiembre hogaño, la empresa recibió un correo electrónico donde se les informó que a la subdirección de cobranzas fue remitida una obligación en proceso de cobro persuasivo, invitándolos a comunicarse con la UGPP para acordar la fecha y forma de pago, sin explicarles siquiera la resolución de la que se derivaba dicha obligación, de modo que tuvieron que pedir que se les informara a qué proceso hacían referencia y les enviaran copia del expediente administrativo. 
De allí, lo que pudieron advertir al conocer el contenido del expediente, es que obra constancia de la supuesta notificación remitida al correo electrónico, en la que existe una casilla donde debería aparecer la fecha y hora en que fue abierto el correo, la cual se encuentra en blanco, lo que indica que el mensaje jamás fue leído. 

Resaltó la accionante que en contra del acto administrativo de marras procedía el recurso de reconsideración, el cual no pudo ser promovido debido a su falta de notificación, lo que incidió para que solo 7 meses después se enteraran de la decisión adoptada por la UGPP, con lo que fueron desconocidos sus derechos de defensa y contradicción. 
Por último sostuvo que con la decisión en firme los activos de la empresa podrían ser embargados, cosa que generaría perjuicios incalculables, incluida la afectación a la nómina de los trabajadores.
PRETENSIONES:
Giran en torno a obtener la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y defensa de la empresa Industrias Electromecánicas Magnetrón S.A.S, decretando la nulidad de la notificación efectuada el 13 de febrero de 2019, y ordenando a la UGPP que en el perentorio término de 48 horas, notifique la Resolución RDO-2019-00397 de forma idónea. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Despacho de primer nivel corrió traslado del escrito de tutela a la UGPP por el término de 3 días para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
Dentro del término antes señalado, la demandada presentó un memorial en el que inicialmente recordó que la UGPP es la entidad competente para ejercer las funciones de seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación del pago de las contribuciones parafiscales de la Protección social, así como de adelantar las investigaciones correspondientes en contra de quienes incumplieren dicho deber. 
Ya aterrizando al caso puntual, narró el trámite surtido en contra de la empresa; de lo allí dicho, se tiene como relevante lo siguiente: 

· El 9 de octubre de octubre de 2019 (sic.) la apoderada de la empresa Magnetrón dio respuesta al pliego de cargos RPC-2018-00786 del 8 de junio de 2018; en esa respuesta consignó una dirección electrónica para efectos de notificaciones del proceso sancionatorio. 
· La Resolución Sanción RDO-2019-00397 del 13 de febrero de 2019 fue enviada a la dirección para notificaciones señalada por la empresa, y existe constancia, en el sentido de que dicho mensaje fue recibido en el buzón electrónico autorizado el 15 de febrero de 2019.      
La demandada alegó que no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados, y que además el trámite tuitivo es improcedente por no cumplir con el presupuesto de subsidiariedad.
El Ministerio Público, por su parte, rindió concepto frente al asunto en favor de la parte accionante; argumentó que una indebida notificación del acto administrativo sancionatorio ocasiona un desconocimiento del debido proceso, porque priva al administrado de ejercer sus derechos procesales fundamentales. Sostuvo que el acto administrativo tantas veces mencionado debió notificarse de manera personal, a voces del artículo 67 del CPACA y agregó que la notificación solo se entiende surtida a partir del momento en que el administrado accede al acto administrativo; de cualquier modo, y aun cuando eventualmente las decisiones también pueden ser notificadas mediante correo electrónico, lo cierto es que los términos para controvertir el acto se deben contar a partir del momento en que el administrado haya tenido la oportunidad de conocerlo; de allí que no sea suficiente la constancia revelada por la UGPP, porque si bien se evidencia la entrega del mensaje, no hay nada que indique que la empresa perjudicada accedió al contenido de dicho envío. 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 31 de octubre hogaño negar por improcedente la acción de tutela, al concluir que no se cumplió con el requisito de subsidiariedad, toda vez que la accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir para resolver su asunto. 
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con lo decidido por el A Quo, la accionante presentó en el término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial insistió en los argumentos planteados en su escrito inicial apoyándose, entre otros, en un concepto del Consejo de Estado en relación con las notificaciones electrónicas, en el que dicha Corporación sostuvo lo siguiente: “De acuerdo con la posición planteada por el Consejo de Estado para que la notificación electrónica se considere válidamente realizada se deben cumplir los siguientes requisitos: (…) 3. Que la administración certifique el acuse de recibo del mensaje electrónico, para efectos de establecer la fecha y hora en la cual el administrado tuvo acceso al acto administrativo. Respecto de este último requisito, es claro que corresponde a la administración ya sea directamente, si goza de la capacidad técnica para hacerlo, o por medio de una entidad certificadora, certificar el acuse de recibo del mensaje electrónico con el cual se envía el acto administrativo que se pretende notificar, en el cual se indique la fecha y hora en la cual el administrado tuvo acceso al mensaje de datos y, por ende, al acto administrativo adjunto al mismo. Dicha certificación permite conocer la fecha y hora en la cual queda surtida la notificación conforme a lo dispuesto en la norma. Este requisito permite verificar que haya cumplido con el propósito de la figura, esto es que el administrado tenga acceso al acto administrativo que se notifica y de esta manera pueda ejercer de manera oportuna sus derechos de defensa y contradicción, si así lo considera. Así mismo, la constancia de la fecha y hora en que el interesado tiene acceso al mensaje de datos que contiene el acto administrativo es la que permite tener certeza sobre la oportunidad en el ejercicio de sus derechos, tales como: la interposición de recursos y el agotamiento de control en sede administrativa.”
Por otro lado, expuso que el A Quo al parecer confundió el problema jurídico propuesto, toda vez que el mismo no giraba en torno a que el Juez constitucional conociera de la apelación del acto administrativo, sino a que declarara la nulidad de la notificación para así poder hacer uso de los recursos dispuestos por la ley en sede administrativa, específicamente el de reconsideración.
Además, explicó la recurrente que en la actualidad no cuenta con ningún otro medio de defensa judicial, dado que las acciones contencioso administrativas consagran un término de 4 meses desde el acaecimiento del hecho vulnerador para acudir a la acción correspondiente, mismo que ya se encuentra vencido. 
Puntualizó la recurrente que el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable se configuraría ante el desequilibrio económico en que se verían inmersos, si se persiste en la sanción decretada por la UGPP. 
Por último, narró que dentro de los hechos sobrevinientes a la presente acción, el 6 de noviembre hogaño la UGPP les comunicó la medida cautelar de embargo en el proceso administrativo de cobro coactivo, cosa que afecta la sostenibilidad y continuidad de la empresa, llevándolos incluso a incumplir con sus obligaciones laborales y comerciales, y hasta llegar a un cese de actividades. 

Pidió transitoriamente que se suspendan los efectos de las medidas cautelares decretadas, y se acceda a las demás pretensiones señaladas en el libelo inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 
2. Problema jurídico: 
En el presente asunto la Sala debe entrar a determinar si la entidad accionada, al momento de surtir el acto de notificación de la decisión adoptada mediante la resolución RDO-2019-00397 del 13 de febrero de 2019, vulneró o no el derecho fundamental al debido proceso de la parte actora, en sus componentes de defensa y contradicción.
3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de las autoridades públicas, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.
De allí que el artículo 86 Superior, en consonancia con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 
Así las cosas, se puede apreciar con claridad que una de las causales de improcedencia de la tutela es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
Sin embargo, lo que revelan los hechos acaecidos en el presente asunto es que al parecer la parte accionante no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, dado que si bien es cierto el debate se concentra en la validez de la ejecutoria de un acto administrativo, circunstancia que podría y debería ser dilucidada por la jurisdicción contencioso administrativa a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, pero lo cierto del caso es que a voces del artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, el término para acudir a dichas acciones es de 4 meses a partir de la ocurrencia del hecho que presuntamente trasgredió las garantías o derechos amparados en la norma subjetiva, lapso que según cuentas se encontraría vencido.    

Para la Sala entonces resulta plausible analizar la situación descrita por la parte accionante en el libelo petitorio, en especial porque el problema jurídico, como ya se anunció, no gira en torno a la estudiar o debatir la legalidad del acto administrativo sancionatorio o los argumentos en que este está cimentado, sino en determinar si la demandada incurrió en alguna vía de hecho que involucre el derecho fundamental al debido proceso de la empresa sancionada en la actuación administrativa, concretamente en el acto de notificación de la decisión, de ahí que cobre eminente relevancia constitucional el tema objeto de controversia. 
Para zanjar entonces el asunto, se habrá de acudir a las reglas de notificación personal de los actos administrativos, y su ejecutoria, para así poder determinar si la vulneración alegada ocurrió o no en el marco del proceso administrativo sancionatorio, como consecuencia de una actuación arbitraria en que haya podido incurrir la UGPP:
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de garantizarle a cualquier persona, natural o jurídica, en contra de quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, de tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

Frente a dicha prerrogativa ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 
“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados. 

Sobre las notificaciones.

Los capítulos IV y V de la Ley 1437 de 2011 establecen la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos, así, el artículo 56 de dicha norma señala: 

“Notificación Electrónica. Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, siempre que el administrado haya aceptado este medio de notificación (…)
La notificación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración.”

Por su parte, el artículo 67 de Ejusdem dispone lo siguiente: 

“Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera…”
Por otro lado, es del caso precisar que de igual manera, el Estatuto Tributario pone a disposición de las autoridades administradoras de impuestos y parafiscales la posibilidad de realizar la notificación de sus actuaciones por medios electrónicos, lo cual se evidencia en los artículos 565 a 570, tanto es así, que el artículo 566-1 del aludido Estatuto dedicó un artículo exclusivamente a la regulación de las notificaciones electrónicas:  
“Notificación Electrónica. Es la forma de notificación que se surte de manera electrónica a través de la cual la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) pone en conocimiento de los administrados los actos administrativos de que trata el artículo 565 del Estatuto Tributario, incluidos los que se profieran en el proceso de cobro.

Una vez el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante informe la dirección electrónica a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) en los términos previstos en los artículos 563 y 565, todos los actos administrativos proferidos con posterioridad a ese momento, independientemente de la etapa administrativa en la que se encuentre el proceso, serán notificados a esa dirección hasta que se informe de manera expresa el cambio de dirección.

La notificación electrónica se entenderá surtida para todos los efectos legales, en la fecha del envío del acto administrativo en el correo electrónico autorizado; no obstante, los términos legales para el contribuyente, responsable, agente retenedor, declarante o su apoderado para responder o impugnar en sede administrativa, comenzarán a correr transcurridos cinco (5) días a partir del recibo del correo electrónico. (…)
PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo aplica para la notificación de los actos administrativos expedidos por la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales (UGPP).

Sin embargo, no podemos pasar por alto que el artículo anteriormente citado entró en vigencia a partir del 28 de diciembre de 2018, y si a ello le aunamos que el Pliego de Cargos RPC-2018-00786 de la UGPP data del 8 de junio de 2018, podemos afirmar que al asunto, por lo menos en materia procedimental, le sería aplicable lo dispuesto en la vigencia anterior a dicha norma, según las voces del artículo 40
 de la Ley 153 de 1887, toda vez que fue durante su vigor que se dio inicio a la actuación administrativa. 

En ese orden de ideas, es pertinente recordar lo que en su tenor literal expresaba el artículo 566-1 Ejusdem, antes de la modificación que trajo consigo la Ley 1943 de 2018 arriba aludida: 
“Para todos los efectos legales, la notificación electrónica se entenderá surtida en el momento en que se produzca el acuse de recibo en la dirección o sitio electrónico asignado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. Dicho acuse consiste en el registro electrónico de la fecha y hora en la que tenga lugar la recepción en la dirección o sitio electrónico. La hora de la notificación electrónica será la correspondiente a la hora oficial colombiana…”
Aunado a lo anterior, el artículo 312 de la Ley 1819 de 2016, vigente para la época en que se llevó a cabo la notificación, (hoy derogado), contemplaba lo siguiente: 

“Los actos administrativos que profiera la UGPP en los procesos de determinación de obligaciones y sancionatorios de las contribuciones parafiscales de la protección social y de cobro coactivo, podrán notificarse a la dirección electrónica que informe el aportante de manera expresa.

Una vez el aportante informe la dirección electrónica a la UGPP, todos los actos administrativos proferidos con posterioridad a ese momento, independientemente de la etapa administrativa en la que se encuentre el proceso, serán notificados a esa dirección hasta que el aportante informe de manera expresa el cambio de dirección.

Se entenderá surtida la notificación electrónica el octavo día hábil siguiente a aquel en que se reciba el acto administrativo en la dirección electrónica informada por el aportante, de acuerdo con lo certificado por la UGPP.

Para todos los efectos legales los términos se computarán a partir del día hábil siguiente a aquel en que quede notificado el acto de conformidad con la presente disposición.”
Lo visto hasta ahora, referente al momento en que se entienden surtidas las notificaciones electrónicas en diversas actuaciones administrativas, podría generar un estado de zozobra o de duda, porque las normas no son concordantes en sus dichos al respecto, sin embargo, si tenemos en cuenta el criterio hermenéutico de la especialidad para solucionar las antinomias o conflictos entre leyes, según el cual la norma especial prima sobre la general “lex specialis derogat generali”, el asunto sería zanjado a través de la aplicación del artículo 312 de la Ley 1819 de 2016.  
Acorde con lo anterior, la Sala, en el caso que ocupa su atención, puede concluir que no le asiste la razón a la accionante recurrente, por las siguientes razones que se encuentran demostradas en la actuación: 
1. Desde el 8 de junio de 2018 la UGPP le notificó a la empresa Industrias Electromecánicas Magnetrón S.A.S la apertura del pliego de cargos Nro. RPC-2018-00786, afirmación que de entrada debe hacernos presumir el interés que debía recaer en la administrada para mantenerse al tanto de las actuaciones y trámites surtidos en el proceso administrativo sancionatorio. 
2. Desde la contestación al pliego de cargos, como la misma accionada lo dijo y así lo corroboró la accionante, la empresa Magnetrón puso a disposición de la UGPP el siguiente correo electrónico para efectos de notificaciones judiciales: vmcasesoriaslegales@gmail.com, por lo que se debe entender que a partir de ese momento autorizó expresamente que fuera a través de ese medio que se hicieran las notificaciones en relación con el proceso administrativo seguido en su contra. 
3. Según la constancia de notificación del acto administrativo sancionatorio, aportado por ambas partes a la presente actuación, el mismo fue efectivamente entregado desde el 15 de febrero de 2019 al buzón para notificaciones judiciales aportado por la empresa accionante, de allí que dicha resolución, con o sin confirmación de lectura, y según lo estatuido en el artículo 312 de la Ley 1819 de 2016, se debía entender surtida al octavo día hábil siguiente a esa fecha, es decir, el 27 de febrero de 2019. 
En conclusión, para la Sala no son válidas las excusas esgrimidas por la recurrente para soportar su desidia en relación con la actuación administrativa que se estaba adelantando en su contra, pues no hablamos aquí de un par de días o a un lapso corto y razonable de tiempo en que hubiera tardado en enterarse de lo decidido por la UGPP, pese a saber las consecuencias que de allí se derivarían, al contrario, se habla de alrededor de 7 meses desde que se les remitió el correo electrónico de marras, sin que sea creíble ni comprensible que en ese interregno jamás se hayan enterado de su contenido, cuando aquel era una consecuencia lógica por no haber presentado en término su contestación al pliego de cargos, en otras palabras, es plausible que desde tiempo atrás la empresa accionante presumiera los efectos que a futuro se derivarían de la actuación que estaba surtiendo la UGPP, y aunque desde entonces hubiera podido permanecer alerta, lo que hizo fue esperar en el tiempo a que “detonaran” las consecuencias de su falta de diligencia. 

A la luz de lo anterior, es evidente que la decisión a tomar dentro del presente asunto es la confirmación de lo decidido en primera instancia, pero por las razones expuestas a lo largo de este proveído.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción instaurada por la apoderada de la empresa MAGNETRÓN S.A.S. en contra de la UGPP, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación.
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